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Derrotar la política de austeridad, acabar con la hegemonía institucional de las derechas e impulsar una dinámica de cambio social y político del conjunto de las izquierdas y fuerzas progresistas son desafíos inmediatos para imprimir un giro más equitativo a la política socioeconómica y una democratización de las instituciones políticas. La forma de abordarlo constituye una encrucijada política para todas las fuerzas sociales y políticas de izquierdas. Y constituye un dilema para la dirección socialista. Se trata de analizar las condiciones para el cambio político progresista, las insuficiencias del proyecto del Psoe para asegurarlo y los desafíos de la protesta social, como factor clave para impulsar un giro sociopolítico hacia la izquierda. En el horizonte se abren dos posibilidades: alternancia o alternativa. La incógnita es cuál va a ser dominante, aunque la definición necesaria ahora es cómo se consigue suficiente apoyo y representatividad para promover un giro hacia la izquierda. Por tanto, las opciones están entre si solo se adopta una perspectiva de alternancia institucional con un proyecto difuso o se apuesta por una alternativa de progreso con una amplia activación de la movilización social y la participación de la ciudadanía que asegure una perspectiva de transformación profunda de la gestión y la salida de la crisis y la democratización del sistema político.
Encrucijada para la dirección socialista
Los dos próximos años, con la prolongación de las graves consecuencias sociales de la crisis y la deseable persistencia de una corriente social crítica, ofrecen una calendario electoral (elecciones europeas en la primavera del año 2014, elecciones municipales y autonómicas en la primavera del 2015 y, si no se adelantan, elecciones generales en el otoño de 2015) donde se van a plasmar las posibilidades y el alcance de un cambio político e institucional favorable a las izquierdas. Se trata de escoger un camino que facilite un cambio de orientación hacia una gestión más justa y democrática que asegure una salida progresista a la actual crisis sistémica. Las dos opciones básicas son: el continuismo, aun con leves modificaciones, de la austeridad y el bloqueo institucional con hegemonía liberal-conservadora, reforzada por la posible victoria electoral de Merkel; o el refuerzo de la deslegitimación de la política de ajustes y recortes sociales y sus gestores políticos, consolidando un campo sociopolítico progresista que dé soporte a un giro político e institucional.
El desafío corresponde a todos los sectores progresistas, sociales, sindicales y políticos. En particular, por su peso institucional y representativo, afecta especialmente a la dirección del PSOE, que está debatiendo su estrategia a definir en su próxima conferencia programática en noviembre. Su orientación va a influir no solo en su capacidad para incrementar o no la confianza ciudadana en su proyecto y remontar la desafección popular; también va a condicionar la viabilidad de una alternativa de cambio institucional y gubernamental y el carácter de la misma. 
Básicamente, y dejando al margen el importante debate sobre el encaje territorial, se presentan dos estrategias posibles. Confiar en la alternancia, o apostar por una alternativa de progreso. Ambas con la confianza en el desgaste electoral del PP. La segunda, apuntada antes, supone una reorientación profunda de las políticas y liderazgos socialistas. La primera, que es actualmente la dominante, busca recomponer y ampliar sus apoyos electorales con leves cambios programáticos y organizativos; es decir, conseguir ser eje del cambio gubernamental mirando prioritariamente al electorado y a las fuerzas políticas ‘centristas’ (derechas nacionalistas e, incluso, UPyD, aunque ambas cosas son difíciles de compatibilizar). Ese énfasis en mirar al centro político, típico de la política de Tercera Vía, no ha sido capaz de establecer una vía diferenciada de la derecha y ha demostrado sus límites electorales. No se trata de desconsiderar, al contrario, la necesidad de conformar mayorías sociales y electorales, de centro-izquierda y de izquierda, que son imprescindibles para un cambio gubernamental. 
Dificultades para la renovación programática y de liderazgo de la dirección socialista
La cuestión es que esa posición va acompañada del discurso de la responsabilidad (institucional y no ante sus compromisos sociales) o el consenso y el sentido de Estado (con las élites económicas y financieras, no con el contrato social con la mayoría ciudadana). Es una estrategia que intenta legitimar el insuficiente distanciamiento de la política económica liberal hegemónica en la UE, esconder el peso de sus vínculos con el poder económico y financiero, renunciar a una gestión progresista y mantener el desdén por la vinculación con los sectores críticos y de izquierda. Infravalora, particularmente en el ámbito estatal, la unidad de las izquierdas, esperando su fragmentación y debilitamiento y, en todo caso, su subordinación para un apoyo instrumental a su estrategia. Y son los aspectos a cambiar aunque, evidentemente, generen incertidumbres en sus relaciones con los poderosos y las élites institucionales europeas.
Entre gente progresista es más cómoda la oposición a la derecha; la erosión de su legitimidad es fundamental, y ya se ha iniciado. Pero existen algunas dificultades y límites a ese proyecto socialista de alternancia institucional. A tenor de las encuestas de opinión, la mayoría de la sociedad todavía no perdona al aparato del PSOE por su anterior gestión gubernamental de la crisis y no se fía tampoco de él. Persiste una desconfianza masiva en sus líderes y hay falta de credibilidad sobre su hipotética renovación y su alcance. No hay expectativas de una reorientación y regeneración profunda de su papel de representación, mediación y gestión. 
No se trata simplemente de recordar el pasado, sino de destacar la falta de credibilidad de la actual dirección socialista para encabezar una oposición a la austeridad y promover una profunda renovación de su política, sus discursos y sus liderazgos. Se le presentan unos dilemas cuyo desenlace no está claro, pero que, de momento, no garantiza sus objetivos explícitos de recuperar e incrementar la confianza popular en su gestión. 
Por tanto, es pertinente tratar las dificultades para la renovación programática y de liderazgo del aparato del PSOE, los dilemas que se abren para su recuperación representativa y electoral y la importancia de un giro de su perfil, más social y democrático. Aparece una paradoja: combinar, por un lado, la construcción unitaria de un bloque social y electoral capaz de derrotar a las derechas y su política de austeridad, y por otro lado, ejercer un sano y equilibrado debate sobre las dificultades y deficiencias existentes, particularmente en la dirección del partido socialista, para intentar superarlas y fortalecer las posibilidades de cambio. 
Así, es relevante la orientación del partido socialista (ocasión habrá para seguir con los distintos agentes sociales y políticos) en la medida que, por una parte, ha tenido fuertes responsabilidades institucionales y ha abierto un calendario de debate y renovación interna y, por otra parte, mantiene una amplia representatividad entre la ciudadanía, a tener en cuenta para el cambio político e institucional. 
En definitiva, se trata de participar en la discusión colectiva sobre qué vías son apropiadas para reorientar la acción política y acabar con la hegemonía institucional de las derechas.
Derrotar a la derecha

Para desplazar a la derecha del poder institucional es condición necesaria (aunque no suficiente) la reorientación y renovación del PSOE, cuestión todavía no resuelta. Ésta depende del refuerzo de un campo sociopolítico progresista. El aspecto principal que pueda impulsar el proceso renovador es externo al propio partido socialista, aunque tenga reflejo en parte de sus bases y dirigentes. La desafección electoral, la amplia movilización social y el incremento electoral a su izquierda ya suponen un condicionamiento positivo hacia su renovación. Pero parece que no son suficientes o no hay bastante sensibilidad interna para garantizar un cambio significativo. La cuestión es si se afianzan esas dinámicas, incrementando los riesgos y costes sociales de su continuismo, aunque confían en neutralizarlas o que no se produzcan: la conformación de nuevas dinámicas sociopolíticas o nuevos sujetos transformadores progresistas que desgasten el proyecto de derechas y promuevan también el cambio político e institucional y las perspectivas de ampliación de un bloque social y electoral a su izquierda. La cuestión es que si no se mantiene una fuerte contestación social que incida en la contienda política, el riesgo para el propio partido socialista es que tampoco se desgaste la derecha y sea insuficiente su controlada y discontinua oposición parlamentaria. 

Esos dos componentes, deslegitimación de la derecha, con la derrota de la austeridad, y ampliación del apoyo social y electoral a las izquierdas, deben ser lo suficientemente consistentes y generar una presión sustancial para que la dirección socialista imprima un giro a su estrategia y a las inercias o intereses corporativos de su aparato. El riesgo de no estimularlo o frenarlo supondría profundizar la tendencia de su declive representativo, su desorientación programática y su alejamiento de la confianza popular. Y de lo que para muchos es más operativo y fundamental: su pérdida o irrelevancia respecto del poder institucional durante un largo periodo. 
Estas consecuencias probables deberían ser tenidas en cuenta y afectar a su actuación, sin confiar en su simple capacidad comunicativa que, sin cambiar de políticas y liderazgos, ya ha demostrado su impotencia para ganar credibilidad ciudadana. Pero también constituirían un alejamiento de las posibilidades de cambio institucional global aunque, al mismo tiempo, se produzcan ascensos electorales de las izquierdas plurales. Incluso podría darse la paradoja de generarse, por un lado, un avance del poder institucional de las izquierdas en el ámbito local y autonómico junto, por otro lado, la permanencia de las derechas y la frustración de las izquierdas, ante la prioridad socialista, en el ámbito estatal, por las alianzas de centro o el consenso con las derechas que, a su vez, mermara sus apoyos electorales.
Ante la tarea socialista de superar la amplia desafección ciudadana se le plantea un dilema. O continuismo político y organizativo con la referencia del consenso europeo dominante y con la derecha, con su apuesta por una austeridad ‘flexible’ o complementada, en la falsa creencia de poder recuperar una parte de electorado centrista. O bien, una oposición clara y firme que, más allá de la retórica, fortalezca las energías sociales para acabar con la austeridad y la corrupción, democratizar el sistema político y colaborar con el conjunto de fuerzas progresistas y de izquierda en una alternativa de gestión progresista. Y, en ese sentido, se conforme un horizonte de cambio institucional, hasta desalojar a las derechas. Primero, con ocasión de las elecciones locales en grandes municipios y Comunidades Autónomas (especialmente en lugares donde casi se ha asentado un ‘régimen’ político implacable como Madrid y la Comunidad valenciana, o que presenta rasgos particulares muy significativos como el cambio progresista en Navarra). En ese ámbito es más fácil, ya hay experiencias de gobiernos unitarios de izquierdas, y podría constituir un aprendizaje y una transición para el cambio gubernamental estatal, sujeto a más dificultades. Segundo, en las elecciones generales, echando al PP del Gobierno y asegurando una alternativa política de izquierdas. Las inminentes elecciones europeas, aparte de su dimensión específica para debilitar en la UE las opciones conservadoras, son una ocasión para fortalecer esa perspectiva de cambio. 

La primera opción de la dirección socialista parte de su diagnóstico erróneo de que el distanciamiento de gran parte de la sociedad ha sido tanto por su derecha cuanto por su izquierda. No considera que el descontento mayoritario se generó por su gestión antisocial y poco respetuosa con sus compromisos sociales y democráticos. La desafección no se produjo por la derecha y por la izquierda, a partes iguales, respecto de su hipotético ideario de centro izquierda. El posicionamiento mayoritario de las personas desafectas, aún las auto-posicionadas ideológicamente como centristas, estaba a la izquierda de su gestión económica, criticada como ‘antisocial’ o ‘ineficiente’, y reflejaban mayor exigencia democrática ante su poco respecto a sus compromisos sociales o el contrato público con su base electoral. Es decir, aunque una parte de las personas desafectas se consideren ideológicamente de centro, su actitud crítica se sitúa a la izquierda de la gestión gubernamental anterior (y la actual del PP) y no terminan de fiarse de la retórica socialista de renovación o de nuevas ofertas o guiños sociales poco creíbles, tal como detallo en un libro de próxima aparición (Ciudadanía activa. Opciones sociopolíticas frente a la crisis sistémica, ed. Sequitur). 
La opción continuista de los líderes socialistas, aun con leves modificaciones, está dependiente, sobre todo, de sus relaciones con los poderes económicos e institucionales, estatales y europeos; es la dominante en la socialdemocracia europea, particularmente la alemana. Sin embargo, su dificultad adicional es que no resuelve la tarea del ensanchamiento de sus bases sociales, con una mayor unidad y activación del campo progresista en torno a un nuevo proyecto social, democrático y europeo. Por tanto, no garantiza el ascenso de la confianza ciudadana y, particularmente, el cambio político-institucional con la fuerza social suficiente para implementar un programa de progreso que ilusione a la mayoría de la sociedad y, especialmente, de los jóvenes. La estrategia no es funcional con los objetivos explícitos de la recuperación electoral e institucional.
La segunda opción, tímidamente señalada por los socialistas franceses, y apenas apuntada en las actuales deliberaciones preparatorias de su conferencia programática, tiene sus riesgos pero, sobre todo, ofrecería nuevas oportunidades. La principal objeción oficial por la que se desecha, es que solo podría conseguir apoyos minoritarios (ofreciendo el electorado centrista a manos de las derechas). Es un diagnóstico interesado e irreal, cuando está demostrado, por múltiples encuestas de opinión, que la mayoría de la sociedad, en muchos casos en torno a dos tercios, se opone a los recortes sociolaborales, defiende el empleo decente, los derechos sociales y los servicios públicos, exige más democracia y acción contra la corrupción, y está de acuerdo con las protestas sociales progresistas. Desde luego, supondría un giro programático y de actuación política y organizativa hacia la izquierda respecto de su gestión anterior y profundizar su talante democrático. Pero eso sería coherente con sus referencias de ‘centroizquierda’ y no le alejaría de la mayoría de gente progresista, sino que reforzaría sus vínculos con la mayoría de la sociedad. Dicho de otro modo, para aplicar una estrategia de ‘centro-izquierda’, más social y democrática, capaz de representar las opiniones progresistas de centro e integrar compromisos sociales con electorados de izquierda, la dirección socialista debe girar a la izquierda de su gestión gubernamental anterior, particularmente su política socioeconómica y laboral, percibida por amplios sectores como de ‘derechas’, y apostar por una regeneración democrática. Esa apuesta, siempre que sea seria y consiga suficiente credibilidad popular, es la más sólida para reencontrarse con su propia base social y electoral, ampliar sus apoyos y converger con otras fuerzas progresistas.
En conclusión, no está clara la resolución de los dilemas de la dirección socialista en un sentido que asegure un cambio institucional progresista e, incluso, que su nueva orientación les permita una renovación y ampliación de sus bases sociales y electorales. Sería una circunstancia perjudicial no solo para el propio partido socialista, sino para el conjunto de las fuerzas progresistas y las expectativas de cambio institucional a medio plazo. Implica la necesidad de un debate colectivo ante la expectativa de poder echar a la derecha y abrir un periodo progresista.
El proyecto difuso del PSOE
La reciente conferencia programática del partido socialista tiene un objetivo claro: ganar ‘su’ futuro, remontar la desafección electoral y conseguir el apoyo de la mayoría social a fin de volver a gobernar. Para ello ha elaborado un proyecto político difuso que deja abierta la orientación principal de su estrategia política. Su sentido es cambiar la imagen, intentar hacer olvidar su impopular gestión pasada. Es un cambio estético que algunos dirigentes anuncian como ‘radical’, para evitar las responsabilidades de la actual dirección en su última gestión gubernamental impopular. Pretenden eludir esa justa crítica ciudadana y las consecuencias de su desafección, pero sin una reflexión autocrítica de la dimensión y las características de los errores cometidos. 

Sin explicar en qué se han equivocado, no tiene suficiente credibilidad sus ‘propósitos de enmienda’; es decir, ha habido un silencio clamoroso sobre qué exactamente se ha hecho mal y, por tanto, no lo van a repetir. Al mismo tiempo que pretenden distanciarse formalmente de su ‘herencia’ antisocial y con déficit democrático, cuando uno de los principales protagonistas fue precisamente Rubalcaba. No se trata de hacer una valoración histórica de los aciertos y errores del partido socialista. La cuestión candente ahora era hacer balance autocrítico de su giro neoliberal en el año 2010, junto con el incumplimiento de sus ‘compromisos’ sociales y electorales, que demostraron los límites de sus convicciones democráticas y de respecto a la ciudadanía y su vinculación con los intereses de los ‘poderosos’. La gestión del Gobierno de Zapatero-Rubalcaba en sus dos últimos años fue, en lo fundamental, regresiva y poco democrática. La dirección socialista no puede eludir esa responsabilidad y menos hacerla olvidar. Intentarlo denota dejar abierta la posibilidad de volver a repetir ese incumplimiento de su contrato social con la ciudadanía. Sin una reconsideración profunda y abierta de su gestión anterior, es razonable el escepticismo ciudadano sobre la seriedad y el significado de ese cambio retórico. 

El reconocimiento de la evidencia de su fracaso social y electoral no es suficiente. Es una realidad que no se ha querido asumir, pero es imposible de desconocer. Su deseo de ganar la mayoría social y ofrecerse de recambio institucional al PP es legítimo. Pero sin aclarar cómo, con qué contenido, quién lo encabeza y, por tanto, qué fuerzas sociales y políticas son necesarias para un giro consecuente hacia la izquierda, toda la operación se convierte, sobre todo, en un ejercicio de márquetin electoral. Sin definir claramente la reorientación social de su estrategia socioeconómica y la regeneración democrática del sistema político, lo que queda es la ausencia de una apuesta firme por el cambio progresista. O todavía peor, una actuación cínica de cambiar algo para no cambiar nada, reafirmando su prepotencia y sectarismo frente a los sectores críticos, debilitando las opciones alternativas y de progreso.

La puesta en escena de ciertas retóricas puede tener un significado problemático o ambivalente para un auténtico giro hacia la izquierda que permita avanzar hacia un cambio progresista. Por una parte, algunas medidas (laicidad, reforma fiscal, derogación de la ley Wert y aspectos significativos de la reforma laboral…) aunque limitadas son positivas y constituyen un nuevo ‘compromiso social’ frente a la agresividad regresiva de la derecha. Pero en la medida que se quedan muy cortos y con poca consistencia práctica inmediata pueden ser muy insuficientes para incrementar su credibilidad social y recoger el apoyo ciudadano a su representación. 

Para empezar, los dirigentes socialistas deberían reconocer su error, al final de su mandato, por la reforma constitucional de priorizar el pago de la deuda pública en detrimento del gasto social, que condiciona toda la política económica y presupuestaria. Su compromiso debería ser revertirla, cosa que al depender del beneplácito del PP queda impracticable si no hay una fuerte demanda popular y un amplio respaldo electoral a las izquierdas, cosa por la que no apuestan. La decisión debe supone acabar con la política de austeridad y definir, también en el marco europeo, una estrategia firme y solidaria por una salida equitativa de la crisis, cuestión apenas tratada. Y para tener suficiente credibilidad en su ‘cambio radical’, comprometerse a derogar ‘su’ reforma laboral y sus medidas de ajuste (rechazadas por más del 60% de la sociedad y gran parte de su electorado) e, incluso, echar atrás, al menos, la principal medida de ‘su’ reforma del sistema de pensiones, el alargamiento de la vida laboral de 65 a 67 años (al que se oponen el 76% de la población y la mayoría de su base social). 

Ese giro retórico pretende modificar su imagen de ‘derechas’ y hacerla algo de izquierdas, intentar recuperar cierta base social, neutralizar las críticas a su gestión gubernamental antipopular y superar la gran desconfianza ciudadana en sus líderes. Si fuese el comienzo de una transformación más profunda, esos objetivos serían legítimos, pero queda la duda razonable, entre gran parte de la opinión pública, sobre su credibilidad política, derivada de su responsabilidad anterior y la poca concreción y convicción de ese giro hacia la izquierda.

Por otra parte, la función principal de este nuevo plan de la dirección socialista se puede quedar en maquillar simplemente su imagen, impedir un giro consecuente hacia la izquierda, evitar una clara renovación democrática y de liderazgo, neutralizar los movimientos sociales críticos y aislar al resto de las izquierdas plurales. En este sentido, esta escenificación consistiría en un cambio de ‘comunicación’ (otro más después del de otoño de 2010, primavera de 2011, campaña electoral de 2011 y el propio Congreso socialista a principios de 2012) para continuar con la misma política de fondo y similar liderazgo. Así, en caso de ganar al PP, esperando su fuerte desgaste electoral, el destino de esas medidas ‘progresistas’ podría ser dejarlas inoperativas o en un segundo plano y subordinadas al eje principal de su política de ‘responsabilidad’ económica e institucional. 

Es comprensible el recelo ciudadano hacia los límites de su autocrítica, la ausencia del reconocimiento de sus graves errores y la ambigüedad estratégica de su proyecto. Y es razonable la desconfianza en la seriedad de este supuesto nuevo proyecto, sin la rectificación sustantiva respecto del anterior. Son probables sus dificultades para aumentar su credibilidad social, dada la insuficiencia de una reorientación, claramente de izquierdas y de reafirmación democrática en los planos económico, político, institucional y de alianzas. Falta un debate profundo sobre una estrategia, ausente pero necesaria, para afrontar los graves problemas de la crisis sistémica, la modernización del aparato económico y político, la consolidación del Estado de bienestar y los derechos sociales y la democratización política. 

Algunos dirigentes socialistas, como la vicesecretaria Elena Valenciano, han apuntado que cometieron algunos errores (la congelación de las pensiones en mayo de 2010), fueron poco sensibles a la oposición popular a sus recortes (aludiendo al ¡Así, no! del sindicalismo frente a su reforma laboral y sus ajustes) y admitiendo la legitimidad de la exigencia de ‘rectificación’ (reconociendo el impacto deslegitimador de la huelga general del 29 de septiembre de 2010 contra el Gobierno de Zapatero-Rubalcaba). Incluso llegan a plantear que lo decidido en esta conferencia es un reformismo ‘radical’: hacer al PSOE más rojo, más morado y más verde; es decir, más de izquierdas, feminista y ecologista. Bien venido sea, si fuera cierto y se obrase en consecuencia. 

Paralelamente, otros dirigentes, como el exministro José Bono, contra esa interpretación de giro hacia la izquierda, se aprestan a ratificar que antes que dialogar y acordar con Cayo Lara (IU), prefieren pactar con Rajoy (PP). Es la típica prioridad de la tercera vía por las relaciones con los grandes poderes económicos, su responsabilidad ‘institucional’ y por ganar el electorado centrista, antes que ‘caer’ en ‘aventuras’ transformadoras y apostar por la representación de los intereses de la mayoría de las capas populares, con el estímulo de la participación ciudadana y la movilización social. 

Así, el aparente consenso interno se establece por la combinación entre un ‘lenguaje’ de apariencia distinta al anterior, para soltar lastre de sus responsabilidades, y una estrategia política similar y de continuidad, con leves retoques. Lo específico del momento es que estando en la oposición parlamentaria y sin tener la responsabilidad de la gestión institucional, les resulta más sencillo mantener cambios formalistas sobre lo primero y lo segundo, sin encarar el esfuerzo y el compromiso de renovar profundamente su contrato social con la ciudadanía y, por tanto, sin asegurar la no repetición del incumplimiento de sus (nuevos) compromisos sociales.

Además, como es notorio, no se definen otros dos aspectos clave para su base social: la renovación interna con una regeneración democrática de su estructura y su liderazgo, y un proyecto coherente y solidario de integración territorial, de respeto a la singularidad de Cataluña y la unidad con el PSC. 

La cuestión es qué hay de nuevo y de viejo en este proyecto; qué de reconocimiento de errores o de disculpa y olvido. O bien, la combinación entre su ambigüedad sobre cuestiones cruciales y su continuidad con similar estrategia, junto con algunos pequeños cambios y una puesta en escena que pone el acento en un cambio ‘radical’. Hay que definir si estamos ante una operación superficial para intentar hacer olvidar a la población su reciente gestión gubernamental impopular con incumplimiento de sus compromisos sociales y democráticos, o es un paso significativo hacia una reorientación política clara hacia la izquierda y la regeneración democrática del sistema político. En fin, si es una base relevante y sincera para la ampliación de la participación ciudadana, el acercamiento a los movimientos sociales y las mareas ciudadanas y la unidad con el resto de fuerzas sociales y políticas de izquierda para promover un auténtico cambio político progresista; o el resultado es simplemente reforzar su actual aparato para retomar un cierto margen de maniobra y conservar su poder institucional, con una orientación ambigua que permite una aplicación ‘adecuada’ en cada coyuntura. La hipótesis más realista es que se dan las dos tendencias, aunque la dominante sea la segunda, continuista y legitimadora del actual aparato, no hay que descartar algún aspecto positivo de la creencia de algunos de sus afiliados en la primera, de cambio progresista.

 En consecuencia, la supuesta renovación socialista todavía no ha sido resuelta satisfactoriamente. Está claro su objetivo de recuperar a las bases sociales desafectas con su orientación anterior, pero no ha habido una clara autocrítica de su gestión gubernamental antisocial ni una política económica alternativa a la estrategia liberal-conservadora del bloque de poder europeo, ni una apuesta profunda por la regeneración democrática (más allá de su plan de primarias internas). 

Por tanto, queda sin definir el compromiso por un auténtico giro progresista de la política socioeconómica y de refuerzo democrático del sistema político sin que se garantice un cambio político de izquierdas, apoyándose en la movilización de la ciudadanía y el acuerdo con los principales agentes sociales y políticos progresistas y de izquierda.   

En definitiva, la conferencia del partido socialista, con la amplia representatividad que todavía posee, ha sido una ocasión perdida para fijar un rumbo que asegure un cambio político progresista, con un proyecto de izquierdas que ilusione a la mayoría de la sociedad, aglutine al conjunto de fuerzas sociales y políticas progresistas y abra un horizonte más justo y democrático a la sociedad española (y al sur europeo). Lo que queda es otro intento de ‘comunicación’, aunque sea dudosa su efectividad incluso para ampliar su base social. Sí parece que ha servido para cohesionar a su estructura orgánica y reforzar el liderazgo y continuidad de Rubalcaba y su equipo entre los propios sectores afines. Pero con poca solidez ya que, con el sentido poco definido de su proyecto, lo que pasa a un primer plano es la pugna soterrada por quién lo dirige y controla el aparato. Todo ello no garantiza el camino para persuadir al conjunto de su base electoral y, menos, remontar la desafección política de amplios sectores populares y la amplia desconfianza ciudadana en su política y su liderazgo. El PSOE no ha resuelto las garantías del cambio político progresista. Persiste la tarea colectiva de caminar hacia una democracia más social y avanzada.

Giro socioeconómico y democratización

Desde una óptica de izquierdas desechamos las salidas autoritarias o conservadoras y la simple estrategia adaptativa a los retrocesos socioeconómicos y políticos. La apuesta es frenar o impedir la actual deriva regresiva y promover un giro más social en la política socioeconómica y la democratización del sistema político, con una mayor activación de la ciudadanía. 

En el momento actual, se podría especular con la reproducción de cierta similitud de escenario con el periodo 2002-2004 (agresividad de la derecha, oposición del conjunto de la izquierda y los movimientos sociales, recuperación electoral socialista). No obstante, existen distintos factores y procesos específicos a los de esa etapa: gravedad de las consecuencias socioeconómicas de la crisis, reciente experiencia de la gestión antisocial del gobierno socialista, ausencia de renovación y reorientación significativas del PSOE, autonomía y persistencia de una ciudadanía activa. 

Una profunda acción política, social y democrática es mucho más imprescindible para la izquierda, para contrarrestar el poder económico y financiero, corregir y regular los mercados financieros, activar a la ciudadanía y fortalecer la legitimidad de esa actuación y su representación política. 

La auténtica solución para impedir y cambiar la estrategia de austeridad, revalorizar la acción pública o sociopolítica frente a los mercados financieros y reforzar la democracia, es la consolidación de una amplia corriente indignada y una fuerza social activa, con un aumento de su representación parlamentaria, reequilibrando en las izquierdas la hegemonía del partido socialista. Es un elemento también positivo para que el partido socialista resuelva de forma progresista su desafío de reorientación política y renovación orgánica, así como mejorar sus vínculos con la sociedad. Estas cuestiones han sido abordadas en la reciente conferencia programática del PSOE, pero todavía no han sido resueltas satisfactoriamente. 

Por tanto, la crítica y el rechazo a la política regresiva, a esa clase gobernante encargada de su aplicación, muchas veces faltando a elementales prácticas democráticas de transparencia y compromisos electorales con sus bases sociales, están fundamentados, son realistas y constituyen la mejor opción pragmática para ponerles freno y promover su cambio.

Por supuesto, no todos los políticos o partidos políticos son iguales. Hay diferencias significativas, en diversos planos, entre los dos partidos mayoritarios PP y PSOE. Pero ambos han asumido y aplicado políticas regresivas y antisociales, son corresponsables junto con los poderes económicos del deterioro material de la mayoría de la sociedad y han sido poco respetuosos con sus compromisos con sus bases sociales y la opinión de la ciudadanía. Ese distanciamiento respecto de la mayoría de la sociedad, en aspectos especialmente sensibles, le hace merecer a ambos partidos, a la clase política mayoritaria y, especialmente a sus líderes, la poca confianza ciudadana sobre que su gestión de los asuntos públicos esté guiada por la justicia social, la defensa de las capas populares y desfavorecidas o el interés general de la sociedad. 

En otro plano, sin esa gran responsabilidad en la gestión de la política de austeridad y la aplicación de los recortes sociales de espaldas a la ciudadanía, están las deficiencias o limitaciones de otros agentes sociales y políticos.   

En la sociedad se combinan dos elementos: 

1) Una amplia desconfianza en las élites políticas actuales que a juicio de la mayoría social ‘no representan’ adecuadamente su opinión e intereses, aunque gran parte de ella siga votando a los mismos partidos políticos. 

2) Una esperanza en que el sistema democrático y representativo, con nuevas élites políticas y sociales, sea capaz de una renovación institucional y una reorientación de sus prioridades socioeconómicas y políticas. 

Es una aspiración sensata y justa, no exenta de cierto escepticismo en su materialización completa. La desafección no alcanza a la democracia representativa o a la acción sociopolítica y ciudadana, sino todo lo contrario, hay expectativas en que proporcionen los mecanismos para la solución. La cuestión es si es probable o, mejor, qué condiciones sociopolíticas se deben configurar para ser una opción realista y practicable. 

El propio partido socialista se debate entre la continuidad o la ligera renovación, de sus políticas, discursos y liderazgos. No se adivina una reorientación profunda de su estrategia y su dinámica organizativa, y su nuevo proyecto puede quedarse en una nueva ofensiva de ‘comunicación’ sin un giro claro hacia la izquierda. El grado de desarrollo de la izquierda social y política es fundamental. La potenciación y articulación de la ciudadanía activa, con su expresión del sindicalismo, el movimiento 15-M (y sus derivados), sus fórmulas mixtas (como las mareas ciudadanas) y el resto del tejido social progresista, es clave para impulsar el cambio social y político. 

El futuro está abierto. La opción dominante es la salida regresiva y autoritaria de la crisis que están intentando imponer el poder económico e institucional europeo (y mundial), con la corresponsabilidad de las élites políticas del sur periférico. Pero la sociedad europea no está condenada de forma fatal a esa opción liberal-conservadora dominante, con un fuerte retroceso de las condiciones y derechos sociolaborales, el desmantelamiento del actual Estado de bienestar, particularmente para el sur europeo, y la anulación o la subordinación de las fuerzas sociales y políticas de izquierdas, el sindicalismo y los movimientos sociales progresistas.

 La pugna sociopolítica por una salida justa de la crisis

El nuevo ciclo sociopolítico, iniciado en el año 2010, tiene varias fases y presenta diversas enseñanzas. El hecho social más significativo, en este periodo, es la consolidación de una corriente social indignada, una ciudadanía activa y una doble representación social, los sindicatos y los grupos de activistas del 15-M. 

Primero, en el año 2010, del sindicalismo, luego, en la primavera, verano y otoño de 2011 por el movimiento 15-M, y después, empezando ya en el otoño de 2011 (huelgas en la enseñanza pública y movilizaciones contra la reforma constitucional) y en el año 2012, ya con el nuevo gobierno del PP y sus duros planes de ajuste, con una combinación de movilizaciones generales del movimiento sindical, acompañado de una amplia participación de grupos sociales. Se realizan las dos huelgas generales de marzo y noviembre, con cerca de cinco millones de huelguistas cada una y entre uno y dos millones en las grandes manifestaciones de esos días y algo menores en otras jornadas de participación también masiva como el 15 de febrero, el 19 de julio o el 15 de septiembre de ese año. Se añaden protestas sindicales y ciudadanas sectoriales y locales y algunas acciones del movimiento 15-M (y similares), que alcanzan decenas de miles de personas.

El nuevo escenario sociopolítico, con un emergente campo social autónomo y diferenciado de las instituciones políticas, tiene la particularidad de que cristaliza frente a la gestión antisocial del gobierno socialista y luego se desarrolla contra la derecha. 

La configuración de las ideas fuerza de esa corriente crítica y los objetivos de su actividad expresiva, están constituidos por cuatro elementos interrelacionados: 

1) El rechazo a las graves consecuencias de la crisis, el paro masivo, la desigualdad social y el retroceso en las expectativas laborales y socioeconómicas, particularmente entre la gente joven. 

2) La oposición a la gestión regresiva (económica y política) dominante, con profundos recortes sociales. 

3) La crítica al déficit democrático de las instituciones políticas, legitimadas electoralmente pero alejadas de la conciencia popular mayoritaria, con desconfianza social hacia la clase política. 

4) El deterioro de la credibilidad del aparato socialista como representación política y cauce de las demandas de un amplio sector social. 

La conciencia crítica hacia la clase política es todavía más lacerante al integrar en ella al partido socialista, como responsable de una política especialmente regresiva y dura en un país periférico como España (al igual que hicieron los partidos socialistas de Grecia y Portugal). Las bases sociales progresistas y de izquierda reaccionan más firmemente contra los recortes sociales y las medidas injustas, defienden más la igualdad social, cuestión positiva y que les diferencia de las personas de derecha. Pero, además, cuando la aplicación de medidas antisociales viene de políticos socialistas se sienten más defraudados con esa clase política al advertir más distancia respecto de sus discursos y proyectos. 

La profundidad y la especificidad de la crisis económica y social en España y las medidas regresivas que adoptó el Gobierno de Zapatero-Rubalcaba en la segunda legislatura revelaban el fracaso de un proyecto modernizador. O, más grave todavía, constataban la ausencia de tal proyecto, la ingenuidad en la creencia de la solidez de nuestro sistema económico y la estabilidad de nuestro mercado de trabajo, la continuidad de la misma política económica anterior y la complicidad con la burbuja inmobiliaria, la especulación financiera y un débil Estado de bienestar. 

Así mismo, la cúpula socialista infravaloraba que los fundamentos de su apoyo social, fortalecido en el periodo previo de las grandes movilizaciones sociales de 2002/2004, que le auparon para su victoria electoral, tenían que ver con su confrontación con la derecha, sus vínculos con la izquierda social y los movimientos progresistas y la expectativa de un avance en los derechos civiles, políticos y sociales. 

Por tanto, la frustración de esa corriente social indignada con la clase política gestora de la austeridad para las capas populares, su crítica al poder económico y financiero, como principales culpables de la crisis, así como el malestar ciudadano, son profundos, realistas y justos. Ese fenómeno refleja una mayor conciencia del papel positivo de la propia activación ciudadana y constituye una exigencia de regeneración democrática del sistema político y una reorientación social y ética de las izquierdas.

No obstante, la realidad es que la conformación de un campo social, con una cultura progresista y una representación y articulación social, tiene unos ritmos específicos y unas características distintas a la configuración de los campos electorales, con la estructuración de unas opciones políticas y una estructura organizativa, creíbles y relativamente cohesionadas con un proyecto político y el condicionamiento de los mecanismos electorales. 

El concepto ‘resistencias’ sociales o colectivas se adecúa a la realidad de los equilibrios de fuerzas y los caminos a recorrer. Las protestas colectivas no consiguen mejoras materiales inmediatas, sino que son freno al empeoramiento impuesto y generan la deslegitimación de sus gestores, para promover el cambio de políticas e instituciones. Estamos en un ciclo ‘defensivo’, de impedir retrocesos en las condiciones y los derechos sociales y democráticos de la ciudadanía, aunque esa posición es imprescindible completarla con un proyecto social y democrático, de transformación progresista.

El significado de la acción sociopolítica, la protesta social y las resistencias ciudadanas es impedir la deriva regresiva, antisocial y autoritaria. Esos componentes no son simplemente el contexto de la acción colectiva de la ciudadanía activa, como si fueran las circunstancias externas que rodean el hecho fundamental. Por el contrario, el actual proceso de movilizaciones populares tiene sus bases, sus objetivos y su sentido en esa realidad socioeconómica y política y expresan la aspiración a su cambio. La especificidad del actual proceso de resistencias colectivas es que señala su rechazo a componentes ‘sistémicos’ de la realidad socioeconómica y política y apunta a reformas profundas de carácter social y democrático. 

El descontento ciudadano con esa clase política, incluido el aparato socialista en la medida que no corrige claramente su orientación, está fundamentado, es justo y conveniente. Supone un valor positivo y democrático para regenerar el sistema político y reorientar la acción socioeconómica y laboral. Tiene insuficiencias y una débil y fragmentada representación social. Esa corriente indignada está relativamente huérfana de representación política y gran parte de ella sigue votando a los mismos partidos mayoritarios, por más que ya ha tenido un significativo efecto en el apoyo electoral a otros partidos minoritarios y de izquierda. 

Su evolución depende, sobre todo, de la consolidación de una dinámica creíble para derrotar esa estrategia de austeridad, abrir un horizonte más justo en la salida de la crisis y una mayor democratización del sistema político. El bloqueo de esa expectativa colectiva, progresista, solidaria y democrática, podría generar otras dinámicas contraproducentes, adaptativas individualmente y segmentadas o, entre ciertos sectores, de carácter populista, xenófobo o exclusivista. En definitiva, la indignación ciudadana es una corriente social a impulsar, encauzar y madurar, no a debilitar, desprestigiar o minusvalorar.

Particularmente, desde el año 2010, estamos en otro ciclo sociopolítico y de la protesta social. No solo cambia el contexto, las circunstancias que rodean el hecho principal: el rechazo ciudadano a una política antisocial y poco democrática. Esos elementos forman parte del sentido y el significado de las resistencias colectivas en una situación defensiva respecto del poder. Es mayor la disociación entre su componente expresivo o dimensión social y sus logros reivindicativos de mejoras en las condiciones materiales o los derechos individuales y colectivos. 

Desconocer los componentes socioeconómicos y laborales y, en otro sentido, las respuestas del mundo sindical, deja sin explicar aspectos sustantivos de este ciclo de movilización social. Las protestas colectivas actuales, las más amplias y generales (las huelgas generales y las grandes manifestaciones sindicales o ciudadanas, hasta algunos masivos conflictos sectoriales pero también cívicos, como en la educación y la sanidad) apuntan a elementos más sistémicos o de conjunto que otras experiencias más parciales. Así, infravalorar el contenido social de ese proceso de contestación ciudadana, dificulta analizar su significado, sus causas y sus objetivos. Nos alejaría de la realidad, dificultando una interpretación adecuada y, sobre todo, una estrategia o un proyecto sociopolítico acertado. 

Rebajar este enfoque social y crítico generaría, por una parte, el embellecimiento de la gestión socialista y la derecha, basada en la austeridad, y, por otra parte, la minusvaloración del fortalecimiento de la ciudadanía activa y, más en general, de la articulación de un fuerte movimiento social transformador de la realidad socioeconómica y política. Y este factor es clave para promover una salida más justa y equitativa a la crisis y asegurar un modelo social avanzado para los países europeos.

La cuestión es la perspectiva y las características de la conformación de los dos campos y su interrelación: el social o sociopolítico y el político-electoral. Es difícil, con las tendencias actuales, asegurar la certeza de una salida justa y solidaria de la crisis. No obstante, es imprescindible proponer y empujar por un proyecto transformador, referencia para los sectores de izquierda, estímulo para la ciudadanía activa y condicionamiento de los equilibrios y acuerdos más amplios que puedan definir fases intermedias y aislar a los núcleos de poder más reaccionarios. Ello permitirá una mayor firmeza y determinación de los distintos agentes sociales y superar la inercia adaptativa o la simple supervivencia representativa. Es el sentido de una alternativa sociopolítica y una teoría social crítica que permita fortalecer la acción práctica igualitaria y democrática, así como el compromiso solidario. 
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